El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.

Pedro Antonio Castellanos Medina Vs Municipio de Pereira.  Rad. 66001-31-05-002-2017-00094-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia del 6 de marzo de 2018

Radicación Nro.:
66001-31-05-002-2017-00094-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Pedro Antonio Castellanos Medina 

Demandados:

Municipio de Pereira

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

TEMAS:
CONTRATO DE TRABAJO DE LOS TRABAJADORES OFICIALES / REQUISITOS / INDEMNIZACIÓN MORATORIA / SE RIGE POR EL DECRETO 797 DE 1949.
Establece el artículo 2º del Decreto 2127 de 1945 por medio del cual se reglamentó la Ley 6ª de 1945, que para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran tres elementos a saber: i) La actividad personal del trabajador realizada por sí mismo, ii) La dependencia del trabajador respecto del patrono, la cual otorga a éste la facultad de imponerle un reglamento, darle órdenes y revisar su cumplimiento, la cual debe ser prolongada, y no instantánea, ni simplemente ocasional, y, iii) El salario como retribución al servicio.

Y para mayor claridad añade el artículo 3º de ese cuerpo normativo, que el contrato de trabajo no deja de serlo por virtud del nombre que se le dé, ni de las condiciones peculiares del patrono, ni de las modalidades de la labor, ni del tiempo que en su ejecución se invierta, ni del sitio donde se realice así sea el domicilio del trabajador, ni de la naturaleza de la remuneración, ni del sistema de pago u otras circunstancias cualquiera. (…)
… no hay duda en que los servicios prestados por el señor Castellanos Medina a favor del Municipio de Pereira, lo fueron bajo la continuada dependencia y subordinación que ejercía el ente territorial a través de los funcionarios de la Secretaría de Infraestructura…, motivo por el que deberá confirmarse la decisión de primera instancia consistente en declarar que entre el accionante y el ente territorial accionado existió un contrato de trabajo entre el 30 de junio de 2015 y el 30 de diciembre de la misma anualidad. (…)
Al iniciar la acción laboral, el señor Castellanos Medina solicitó que al no habérsele cancelado debidamente los salarios y prestaciones sociales, se condenara al Municipio de Pereira a reconocer y pagar la indemnización prevista en el artículo 65 del C.S.T., sin embargo, dicha norma no gobierna los casos de los trabajadores del sector público, pues ese tipo de sanción está establecida en el Decreto 797 de 1949.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, seis de marzo de dos mil diecinueve, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 1º de agosto de 2018, dentro del proceso que promueve el señor PEDRO ANTONIO CASTELLANOS MEDINA en contra del MUNICIPIO DE PEREIRA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2017-00094-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Pedro Antonio Castellanos Medina que la justicia laboral declare que entre él y el Municipio de Pereira existió un contrato de trabajo entre el 30 de junio de 2015 y el 30 de diciembre de 2015 y que como beneficiario de la convención colectiva de trabajo se condene al ente territorial a reconocer y pagar las cesantías, primas de navidad, vacaciones, primas de vacaciones, primas extralegales, compensar lo que se pagó por aportes a la seguridad social, las sanciones moratorias de los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., el auxilio de transporte, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Prestó sus servicios como ayudante de obra a favor del Municipio de Pereira entre el 30 de junio de 2015 y el 30 de diciembre de la misma anualidad, mediante contratos de prestación de servicios; esos servicios eran prestados en parques, escuelas, vías, calles, entre otros sitios asignados por la Secretaría de Infraestructura.; el horario que le fue impuesto era de lunes a domingo desde las 7:00 am a 4:30 pm; el último salario devengado fue de $1.760.000; el 2 de noviembre de 2016 elevó reclamación administrativa, la cual no fue respondida por el Municipio de Pereira; el ente territorial cuenta con un sindicato de trabajadores con el que ha suscrito convenciones colectivas de las cuales es beneficiario.

Al dar respuesta a la demanda –fls.44 a 61- el Municipio de Pereira aceptó que el señor Pedro Antonio Castellanos Medina prestó sus servicios a favor del ente territorial, pero a través de un contrato de prestación de servicios, en donde no se presentó una continuada dependencia y subordinación por parte de esa entidad, agregando que nunca hubo imposición de horarios, ya que lo que realmente se daba era una coordinación de actividades; indicó también que el objeto del contrato era el de brindar apoyo como técnico constructor en todas las actividades necesarias para el desarrollo del proyecto de implementación de programas de generación de empleo en el municipio de Pereira. 
Aceptó la suscripción de convenciones colectivas de trabajo con el sindicato de sus trabajadores, organización sindical que es mayoritaria; e igualmente admitió que el demandante elevó reclamación administrativa a la cual no se le ha dado respuesta. 
Se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de violación de las normas superiores invocadas”, “Inexistencia de relación laboral y reconocimiento de prestaciones sociales”, “Prescripción del derecho”, “Inexistencia de la supremacía de la realidad”, “Falta de causa, inexistencia de la obligación, y cobro de lo no debido”, “Exclusión de relación laboral”, “Buena fe y en consecuencia exoneración de sanción moratoria en el artículo 1º del Decreto 797 de 1949”, “Inexistencia de igualdad frente a un trabajador oficial” y “Genérica”.

En sentencia de 1º de agosto de 2018, la funcionaria de primer grado declaró que entre el señor Pedro Antonio Castellanos Medina y el Municipio de Pereira existió un contrato de trabajo entre el 30 de junio de 2015 y el 30 de diciembre de la misma anualidad, al haberse demostrado que los servicios por él prestados en calidad de ayudante u oficial de construcción, lo fueron bajo la continuada dependencia y subordinación ejercida por varios funcionarios de la Secretaría de Infraestructura del ente territorial accionado.

En cuanto a la aplicación de la convención colectiva de trabajo, sostuvo que si bien se acreditó que el Sindicato de Trabajadores del Municipio de Pereira es la organización sindical mayoritaria al estar afiliados 253 trabajadores oficiales de los 257 que se encuentran vinculados al ente territorial, lo cierto es que la parte actora no allegó la compilación de la convención colectiva de trabajo vigente para la fecha en que prestó sus servicios el accionantes, razón que la llevó a concluir que no era posible reconocer beneficios convencionales a favor del trabajador.
En consecuencia, condenó al Municipio de Pereira a reconocer y pagar los derechos laborales establecidos en la Ley de la siguiente manera: Por concepto de vacaciones la suma de $440.000, por concepto de cesantías la suma de $1.100.000 y por concepto de prima de navidad la suma de $800.000, siendo del caso advertir que si bien en el acta de la audiencia quedó consignado en el ordinal segundo que el valor a cancelar por concepto de prima de navidad era de $880.000, lo cierto es que la condena impuesta, tal y como ya se dijo, fue por la suma de $800.000.
Posteriormente condenó a la entidad accionada a reconocer y pagar la sanción moratoria prevista en el Decreto 797 de 1949, en razón de un día de salario por cada día de retardo a partir del 1º de abril de 2016 y hasta el 25 de julio de 2018, dado que el 26 de julio siguiente se efectuó el pago de $4.622.303 por parte del Municipio demandado, en aras de cubrir las eventuales condenas que se profirieran en el proceso.
Finalmente absolvió a la entidad accionada de las demás pretensiones de la demanda y la condenó en costas procesales en un 80%.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenado el Municipio demandado, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los intervinientes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Quedó demostrado que entre el señor Pedro Antonio Castellano Medina y el Municipio de Pereira existió un contrato de trabajo entre el 30 de junio de 2015 y el 30 de diciembre de esa misma anualidad?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
EL CONTRATO DE TRABAJO EN LOS TRABAJADORES OFICIALES

Establece el artículo 2º del Decreto 2127 de 1945 por medio del cual se reglamentó la Ley 6ª de 1945, que para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran tres elementos a saber: i) La actividad personal del trabajador realizada por sí mismo, ii) La dependencia del trabajador respecto del patrono, la cual otorga a éste la facultad de imponerle un reglamento, darle órdenes y revisar su cumplimiento, la cual debe ser prolongada, y no instantánea, ni simplemente ocasional, y, iii) El salario como retribución al servicio.

Y para mayor claridad añade el artículo 3º de ese cuerpo normativo, que el contrato de trabajo no deja de serlo por virtud del nombre que se le dé, ni de las condiciones peculiares del patrono, ni de las modalidades de la labor, ni del tiempo que en su ejecución se invierta, ni del sitio donde se realice así sea el domicilio del trabajador, ni de la naturaleza de la remuneración, ni del sistema de pago u otras circunstancias cualquiera. 

EL CASO CONCRETO

Se encuentra por fuera de todo debate que el señor Pedro Antonio Castellanos Medina prestó sus servicios a favor del Municipio de Pereira entre el 30 de junio de 2015 y el 30 de diciembre de esa anualidad, no solo porque así lo demuestra el contrato de prestación de servicios visible a folios 21 y 22 del expediente, sino también porque así lo reconoció la entidad accionada al dar respuesta a la demanda –fls.44 a 61- en la que adicionalmente informó que esos servicios fueron prestados por el actor con el objeto de “…brindar apoyo como técnico constructor en todas las actividades necesarias para el desarrollo del proyecto de implementación de programas de generación de empleo en el municipio de Pereira.”.
Como si lo anterior no fuera suficiente, el señor Castellanos Medina solicitó que fuera escuchado el testimonio del señor Jesús Amado Arias, quien expresó que conoció al señor Pedro Antonio en las obras civiles que fueron realizadas en el año 2015 por el Municipio de Pereira; sostuvo que coincidió con el actor en varias de esas obras, como por ejemplo las que se efectuaron en el barrio el Dorado, el sector de San José, la pavimentación de la pista de patinaje ubicada en el sector del estadio y en la estación de bomberos del Barrio Cuba; señaló que en esas obras el accionante desempeñaba las labores de un oficial de construcción, pues era él quien realizaba las actividades propias de vaciado del concreto, que no eran propias de un ayudante; aseguró que durante el tiempo que estuvieron trabajando en las obras relacionadas anteriormente, debían cumplir un horario de trabajo que iniciaba a las 7:00 am hasta las 4:30 pm, variando posteriormente la hora de finalización de cada jornada, la cual se fijó para las 5:00 pm, en consideración a la cantidad de obras civiles que debían ejecutar.

Continuando con su relato, aseveró que además del horario de trabajo que tenían que cumplir, varios funcionarios de la Secretaría de Infraestructura eran quienes ejercían control sobre ellos, ya que eran quienes les daban las directrices y órdenes para llevar a cabo las tareas encomendadas, recordando como tales al Dr. Juan Ramón y a la Dra. Lina María Francisca, quienes adicionalmente eran los encargados de autorizar permisos para poder efectuar diligencias de índole personal, al punto que hubo un periodo en el que negaban cualquier tipo de permiso, dado que las obras no se estaban ejecutando en el término requerido. Finalmente afirmó que el salario devengado por los oficiales de construcción, como él y el señor Pedro Antonio, era equivalente a la suma de $1.760.000 mensuales.
Conforme con lo expuesto por el señor Jesús Amado Arias, no hay duda en que los servicios prestados por el señor Castellanos Medina a favor del Municipio de Pereira, lo fueron bajo la continuada dependencia y subordinación que ejercía el ente territorial a través de los funcionarios de la Secretaría de Infraestructura, como lo eran el Dr. Juan Ramón y la Dra. Lina María Francisca, motivo por el que deberá confirmarse la decisión de primera instancia consistente en declarar que entre el accionante y el ente territorial accionado existió un contrato de trabajo entre el 30 de junio de 2015 y el 30 de diciembre de la misma anualidad.
Sentado lo anterior, se procederá entonces, en sede de consulta, a verificar si el señor Pedro Antonio Castellanos Medina en calidad de trabajador oficial, tenía derecho a que se le cancelaran por concepto de prestaciones sociales de orden legal, el auxilio de cesantías, vacaciones, prima de navidad y sanción moratoria.
AUXILIO DE CESANTÍAS

Establece el artículo 4º del Decreto 1919 de 2002, que el régimen de prestaciones mínimas a los trabajadores oficiales vinculados a las entidades de que trata ese Decreto, dentro de los que se encuentran los trabajadores del nivel Municipal, será el consagrado para los empleados públicos de la rama ejecutiva del orden nacional; motivo por el que el accionante tiene derecho a que se le reconozca y liquide por este concepto, 30 días de salario por cada año de servicios prestados o proporcionalmente por fracción, de conformidad con lo expresado en los artículos 27 del Decreto 3118 de 1968 , 6º del Decreto 1160 de 1947 y 13 de la Ley 344 de 1996; así como el artículo 17, literal a), de la Ley 6ª de 1945.
Al haber devengado el señor Pedro Antonio Castellanos Medina la suma mensual de $1.760.000 y prestar sus servicios en el año 2015 durante 180 días, tiene derecho a que se le reconozca por dicho concepto la suma de $880.000 y no la suma de $1.100.000 como lo fijó la a quo.
VACACIONES

De acuerdo con lo señalado en los artículos 8º del Decreto 3135 de 1968, y 47 y 48 del Decreto Reglamentario 1848 de 1969, tiene derecho el actor a que se le reconozca la suma de $440.000, como correctamente lo determinó la falladora de primera instancia.

PRIMA DE NAVIDAD

Según lo dispuesto en los artículos 11 del Decreto 3135 de 1968 y 51 del Decreto Reglamentario 1848 de 1969, tiene derecho el accionante a que se le reconozca por este concepto la suma de $880.000 y no la suma de $800.000 fijada en el curso de la primera instancia, sin embargo, como el grado jurisdiccional de consulta fue dispuesto a favor de la entidad accionada, la condena establecida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito no puede ser modificada desfavoreciendo sus intereses, tal y como lo prevé el principio de la no reformatio in pejus, razón por la que la misma se mantendrá.

SANCIÓNES MORATORIAS 

Al iniciar la acción laboral, el señor Castellanos Medina solicitó que al no habérsele cancelado debidamente los salarios y prestaciones sociales, se condenara al Municipio de Pereira a reconocer y pagar la indemnización prevista en el artículo 65 del C.S.T., sin embargo, dicha norma no gobierna los casos de los trabajadores del sector público, pues ese tipo de sanción está establecida en el Decreto 797 de 1949.

No obstante, esa equivocación no da lugar a abstenerse del estudio y procedencia de la misma, pues como lo recordó la Sala de Casación Laboral en sentencia SL17741 de 11 de noviembre de 2015 radicación Nº 41927 con ponencia del Magistrado Luis Gabriel Miranda Buelvas, le corresponde al juez determinar el derecho que gobierna el caso, aun con prescindencia del que haya sido invocado por las partes, por ser él “…el llamado a subsumir o adecuar los hechos acreditados en el proceso a los supuestos de hecho de la norma que los prevé para de esa manera resolver el conflicto.”.
Bajo ese panorama acreditado se encuentra que el Municipio de Pereira le adeuda al actor sumas de dinero correspondientes prestaciones sociales, lo que trae como consecuencia que se abra la posibilidad de que se le condene a cancelar la sanción correspondiente a un día de salario por cada día de retardo en el pago de las obligaciones, a menos que, como lo ha sostenido reiteradamente la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, la entidad accionada acredite que esa omisión tuvo ocurrencia en conductas que puedan ser ubicadas en el plano de la buena fe; no obstante, en este proceso el Municipio de Pereira no trajo prueba alguna que pudiera llevar a esta Corporación a concluir que su comportamiento estuvo revestido de buena fe, motivo por el que habrá de fulminarse condene en contra de esa entidad por dicho concepto.

Ahora bien, como obra consignación efectuada por el Municipio de Pereira a órdenes del Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 26 de julio de 2018, por la suma de $4.622.303, con la cual se cubren las condenas por concepto de prestaciones sociales, es del caso señalar, que la sanción moratoria que inició el 1º de abril de 2016, esto es, 90 días después de haberse finiquitado la relación contractual, corrió hasta el 25 de julio de 2018, motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la suma de $48.986.666,66, al haber devengado diariamente la suma de $58.666,66.
En el anterior orden de ideas, se modificara el ordinal segundo de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 1º de agosto de 2018.

Sin costas en esta sede.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 1º de agosto de 2018, el cual quedará así:
“SEGUNDO. CONDENAR al MUNICIPIO DE PEREIRA a cancelar a favor del señor PEDRO ANTONIO CASTELLANOS MEDINA las siguientes sumas de dinero:

a. Por concepto de vacaciones la suma de $440.000.

b. Por concepto de auxilio de cesantías la suma de $880.000

c. Por concepto de prima de navidad la suma de $800.000.”

SEGUNDO. CONFIRMAR la sentencia consultada en todo lo demás.
Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
     ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ

Secretario
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